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TRIBITNAL CONSTITUCIONAL

SALA SEGI'IIDA

Excmos .  S res . :

D. ,fosé Gabaldón López

D. Fernando García-Mon y

González-Regueral

D. .Iul io GonzáIez Campos

0 0653556

N"  de  Reg is t ro :  3553 /94

ASUNTO: Ampdro promovido

por  Cub ie r tas  y  MZOY,  S .A . ,

r ep resen tada  po r  e l

Procurador don Cesar de

Fr ias  Ben i to .

SOBRE: Contra eI Auto de 4

de octubre de r '994 de Ia

Audiencia Provincial de

Albacete desest imator io  del

recurso de súp1íca dict.ado

en eI rol lo de apelación

300  / e2  .

A U T O

I. AI.ITECEDEIWTES

1-. Por escrito registrado en este Tribunal eI 4 de

noviembre de L994 la representación procesal de Cubiertas y

MZOV, S.A. formuló demanda de amparo contra el Auto de 4 de

octubre de L994 de Ia Audiencia Provincial de Albacete

desestimatorio de1 recurso de súplíca, dict,ado en el ro1lo de

ape lac ión  300 /92 .

2. Los hechos de los que trae causa 1a demanda de amparo

re levant ,es para Ia  resoluc ión del  caso son,  en s íntes is ,  Ios

sigr.r ient.es:

a)  En eI  ju ic io  de menor  cuant ía L24/88 segru ido en e1

iluzgado Mixto n o 2 de Albacet,e a instancia de Ia comunidad de

propietar ios del  Edi f ic io  Chinchi l la  y  ot ros conLra Cubier tas y

MzOv,  S.A.  y  ot ros,  por  v ic ios de const . rucc ión,  se acordó,  en la

comparecencia celebrada eI 2t de octubre de 1-99L, Id ejecución

de determinadas obras en el edif icio l i t igioso como medidas

cau te la res .
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Por providencia d,e 24 de jul io de L992 el Juzgado, acordó,

entre otros, requerir a Cubiertas y MZOV S.A. para que abonase

Ia  suma de  3 .558 .538  p tas .  a  que  ascend ía  e I  p royec to ,  d i recc ión

y gastos de las citadas obras acordadas como medidas cautelares

a1 Departamento de Mecánica de los Medios Continuos y Teoría de

Estructuras de Ia  Univers idad Pol i técníca de Valencia,  "e1 lo s in

perjuicio de 1o que f inalmente se resuelva definit ivamente sobre

1as costas ' t  .

b) Contra esta providencia interpuso la ahora demandante de

amparo recurso de reposición que fue desestimado por Auto de 24

de septiembre de L992 del mismo ,Juzgado aI entender, €il resumen,

que en Ia comparecencia celebrada eI día 2f de octubre de 1991-,

Cubiertas y MZOV, S.A. se había comprometido a efectuar las

obras cautelares y a asumir su coste económico, 1o que incluía

indudablement,e eI abono de los honorarios y gastos de

real izac ión de Ia  obra en que incurr ían los técnicos.

c) Contra el Auto resolutorio de la reposición se inLerpuso

por la demandante recurso de apelación que fue desestimado por

Auto de 4 de junio d.e LggL de la Sección 2^ de Ia Audiencia

Prov inc ia l  de Albacete ( ro11o de apelac ión 3OO/92)  ,  que conf i rmó

íntegramenLe el Auto del . fuzgado.

Interpuesto recurso de súplica contra e1 Auto decisorio de

1a apelación fue desestimado por Auto de la misma Sala de 4 de

oc tub re  de  L994 .

3. La demanda denuncia 1a indefensión prohibida por e1 art.

24 .L  C.  E.  ,  Qlu€ imputa a los órganos jud ic ia les ( i luzgado y

eudiencia) al haber acordado, €D definit iva, la exacción de los

honorarios de los peritos que int.ervinieron en el proyect,o y

dirección de las obras acordadas como medida cautelar, a1 margen

del procedimiento de tasación de cosLas que requiere 1a

existencia de Sentencia f irme (art,.  423 r,EC) , Y gu€ en todo caso

proporciona aI condenado e1 derecho de impugnación (arts 427 y

428  LEC) .
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4.  Por  prov idencia de 22 de mayo de L995,  ld  Sección

acordó,  a  los efectos del  ar t .  50.3 r ,oTC, conceder  a la  par te

recurrente y al Minist.erio Fiscal un plazo común de diez días

para que pudieran formular, con las aportaciones documentales

que procedieran, Ias alegaciones que estimasen pert. inentes en

relación con Ia carencia manif iesta de contenido constit ,uciónal

de Ia  demanda -ar t .  50.1-  c)  LOTC- .

5 .  Por  escr i to  reg is t rado eI  8  de jun io de L995 presentó

Sus alegaciones la recurrente en las que como alegación única

que denomina rr la ejecución inaudita parte de las costas

procesales constituye indefensión de relevancia constitucional",

afirma que la demandante del amparo fue requerida de pago de

3 .149 .238  p tas .  en  concep to  de  cos tas  pe r i c i a les ,  s in  e l  p rev io

trámite de alegaciones que imponen los arts . 426 y ss. de la

LEC. Concurren por  e1 lo,  1as condic iones que cual i f ican la

indefensión sufrida como constiLucionalmente relevante. En

primer Iugar, porque hubo una wulneración procesal de las normas

que regulan los ar ts .  426 y ss.  LEC que pr ivó a 1a recurrente de

su derecho de impugnación de los honorarios de los peritos,

tanto por excesivos como por indebidos, reconocidos en los arts.

427,  párrafo 2"  y  429 LEC; y  en segundo lugar ,  porque esa

privación de 1os derechos de impugnación, determinó un perjuicio

real  y  ef  ect , ivo:  la  exacc ión de f  acto de 3 .L49 .238 ptas.  ,  que

además supone Ia privación del derecho de defensa, rnrlnerador

del derecho a la tutela judicial efectiva conforme a Ia doctrina

jur isprudencia l  que c i ta .

6 .  E I  F i sca l ,  po r  esc r i t o  reg i s t rado  e I  8  de  j un io  de  1995

est, ima que Ia demanda carece manif iestamente de contenido

constitucional por 1o que procede la inadmisión conforme aI art.

SO .  r .  c )  I - ,OTC.

La falta de contenido se fundamenta en que no nos

encontramos ante una condena en cost.as como pretende la actora.

E1 órgano judicial declara que se trata de 1a efectividad de un

acuerdo de Ia recurrente realizado ante e1 ,Juzgado respecto a la
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realización de una serie de medidas cautelares y eI pago de las

mismas entre los que se incluye eI abono de los gastos de los

arqui t ,ectos.  Esta in terpretac ión Ia  rea l iza eI  órgano jud ic ia l

examinando razonada y fundadament,e los términos de1 acuerdo y

l lega a esa conclusión sin que Se aprecie en eI razonamiento

arbitrariedad alguna. El órgano judicial al imponer dicho p"go

como cumplimiento del compromiso de1 recurrente no prejuzga

quién deberá abonarlo en el futuro, cuando se practique Ia

tasación de costas y  por  eso especi f ica que d icho pago es

prov is ional  y  a resul tas de 1a poster ior  tasación de costas.  En

este caso concreto no Se debía ni podían aplicar las normas

procesales que regulan 1a imposición de costas porque su objeto

no era una tasación a l  fa l tar  los presupuestos para e l lo  por

tratarse del cumplimiento de un acuerdo concreto respecto a unas

medidas cautelares que como tales tenían carácter provisional

sin prejuzgar quién, €fl  eI moment,o procesal oportuno estaría

obl igado,  €D def in i t iva,  a  pagar las.

No existe 1a indefensión denunciada porque la actora en eI

inc idente procesal  que se provoca con la  resoluc ión jud ic ia l ,  ha

comparecido ejercitando Ios recursos pert inentes y en el los ha

hecho las alegaciones que ha estimado oportunas sin l imitación

alguna e incluso pudo rebatir el importe del pago. La recurrente

ha recibido dos respuestas razonadas y fundadas en derecho

respecto aI fundamento de Ia resolución judicial que satisfacen

el  derecho a la  tu te la  jud ic ia l  e fect iva.  No ex is te,  desde e l

punto de vist,a constitucional, indefensión de clase algruna. La

resoluc ión jud ic ia l  ha s ido objeto de d iscus ión y  debate anLe

los órganos jud ic ia les y  1o que ex is te,  € i l  def in i t iva,  es una

discrepancia de la actora con 1a interpretación realizada por eI

órgano judicial respecto a Ia naturaleza jurídica deI fundamento

de la resolución que se impugna: para la demandante es una

condena en costas,  para eI  órgano jud ic ia l  es la  efect iv idad de

un acuerdo producido en los autos, €S decir una diferencia de

criterio sobre una materia que pertenece a la legatidad

ordinaria y en todo caso sin indefensión constitucional para 1a

recurrente que ha podido hacer y ha hecho Ias alegaciones gue ha
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estimado pert inentes

II. FI'I{DAMEIIfOS iN'RIDICOS

1. Examinadas las alegaciones formuladas por Ia recurrente

y por  eI  Min is t ,er io  F iscal ,  y  d  Ia  v is ta de1 contenido de las

resoluciones aportadas con la demanda de amparo, hemos de

conf i rmar nuesLra in ic ia l  aprec iac ión,  puesta de mani f iesto en

Ia prov idencia que abr ió  eI  t rámi te de1 ar t .  50.3 LoTc,  de que

la demanda carece manif iestamente de contenido que justi f ique

una decisión sobre eI fondo por parte de este Tribunal, por 1o

que concurre la  causa de inadmis ión prev is ta en eI  ar t .  SO.f .c)

LOTC.

Como señaIa el Minist,erio Fiscal Ia demandante deI amparo

Se confunde cuando pretende Sostener que eStamos ante una

exacción de honorarios fuera del cauce legalmente previsto para

Ia reclamación de los honorarios de peritos en el procedimient.o

de tasación de costas regulado en eI art,.  42L y siguientes de Ia

LEC.

En 1a prov idencia de 24 de ju l io  de 1"992,  d€ Ia  que Érae

causa Ia presente queja de amparo, eI Juzgado acordó reguerir a

la actora para que abonase a los técnicos la cantidad de

3 .558 .638  p tas .  ( y  no  1a  de  3 .149 .238  p tas .  como  se  d i ce  en  e I

escr i to  de a legaciones) ,  "s in  per ju ic io  de 1o que f ina lmente se

resuelva def in i t ivamente sobre Ias costas"  en Ia  Sentencia.  A 10

que debe añadirse Ia precisión contenida en eI Auto de 24 de

septiembre de 1-992 que desestimó el recurso de reposición

interpuesto contra esta resolución, según la cual eI t í tulo que

justi f icaba el pago de 1os honorarios reclamados no era una

condena en costas,  s ino e l  "negocio jur íd ico at íp ico"  que se

plasmó en Ia comparecencia celebrada eI 2t de octubre de I99L,

por Ia que Ia actora, según Ia interpretación de la voluntad

negocial a Ia que 11ega el- . fuzgado, S€ compromet,ió a efectuar

Ias obras acordadas como medida cautelar asumiendo su coste de
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ejecución, entre los que se incl-uía los gastos y honorarios de

los  técn i cos .

En consecuencia, Do eStamOS ante unos honorarios que debe

abonar la parte en virtud de una condena en costas, único

supuesto en que sería aplicable el procedimiento de tasaóión de

costas del  ar t .  42L y s igru ientes de la  LEC; s ino ante unos

gastos y honorarios a cuyo pago Se comprometió Ia act'ora en Ia

comparecencia celebrada eI 2L de octubre de L99L y cuya

efectividad podría l levarse a cabo con apoyo en otros preceptos

p rocesa les  (a r t s .  476 ,  692 ,  pá r ra fo  2 "  LEC) .

Este Tribunal no puede entrar a resolver eI problema

relat, ivo a Si el procedimiento seguido por el i luzgado respeta o

no 1as normas procesales, 1o que constituye una cuestión de

interpret,ación y aplicación de Ia legislación ordinaria que

corresponde en exc lus iva a los órganos jud ic ia les (ar t .  LL7 .3

cE),  por  lo  que 1as decis iones jud ic ia les no pueden ser

revisad,as en este punto por este Tribunal aun en el supuesto de

que pudieran ser erróneas (STC 148 /tgg+, Por todas) .

Por  tanto,  S in ent rar  en Ia  cuest ión de Si  ex is t ió  o no

alguna irregrularidad procesal en eI modo de exigir los

honorarios de los técnicos por parte del 'Juzgado, debemos,

centrar  nuestro anál is is  en ver i f icar  s i  la  dec is ión adoptada

por elJuzgado y luego confirmada por la Audiencia, determinó

alguna merma del derecho de defensa de Ia demandante que Ie haya

causado la  indefensión contrar ía  aI  ar t .  24 C.E. ,  dado que Io

re levante es d i luc idar  s i  1a decis ión jud ic ia l  rnr lneró e1

derecho a Ia tutel-a judicial efectiva, pues como hemos declarado

reiteradamente, no Loda irregularidad procesal t iene relevancia

constitucional que sóIo se alcanza cuando la irregrularidad es

productora de una indefensión material para el l i t igante

a fec tado  po r  e I I a  (SSTC 48 /L984 ,  93 /WAz ,  ] - 02 /$A t ,  52 /1989 '

en t re  o t ras  muchas ) .

La conclusión a 1a que debemos l legar es, pues, negativa.
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La propia providencia señaIaba que el requerimiento de pago se

acordaba sin perjuicio de 1o que en su día se resolviese sobre

Ias costas de1 proceso en la  Sentencia def in i t iva.  Reserva que

convertía en provisional el pago, y pennitía discutir en otro

momento todo 1o relativo a la cuantía y procedencia de 1os

honorarios reclamados con arreglo a1 procedimiento previsto para

Ia exacc ión de las costas procesales,  tanto por  excesivos (ar t .

427 f,UC) como por indebidos (art,.  429 lec) , sin l imitación

alguna de su derecho de defensa.

Pero si la nota de provisionalidad apunt.ada dejaba intacto

eI derecho de def ensa de Ia demandant,e aI remit,ir a un

procedimiento posterior, 1a propia conducta procesal de 1a

actora revel-a que pudo alegar todo 1o que estimó convenienLe, en

eI recurso de reposición y en 1a post.erior apelación, habiendo

recibido dos resoluciones judiciales fundadas que satisfacen

plenamente su derecho a Ia tutela judicial efectiva y que Ie

dieron oportunidad de exponer y art icular los medios de defensa

que estimó oport.uno.

En v i r tud de 1o expuesto,  Ia  Sección

ACUERDA

De conformidad con e1 ar t .  50.1.c)  LOTC, Id  inadmis ión del

presente recurso de amparo, y el consiguiente archivo de 1as

actuaciones.

Madrid, tres de jul io de mil novecientos noventa y cinco.

ry3try


